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Es fundamental recordar que desde la reforma constitucional del año 

1994 hemos incorporado a nuestra Carta Magna tratados internacionales con 

jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22 C.N.) que son derecho interno, tales como 

la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

Contra la Mujer (“Convención Belem do Para”) y la Convención sobre los 

Derechos del Niño, La Convención sobre la Eliminación  de  todas  las  formas  de 

Discriminación contra la Mujer, las Leyes nros. 26.485 y 14.407, la 

Ley de Violencia Familiar nro. 12.569 y su modificatoria nro.14.509, lo normado en 

el art. 32 y ss. del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires  entro 

otros.   

La  “Convención de Belem do Pará”  circunscribe su arco protector  

exclusivamente a la mujer, instalando la problemática de género en el centro del 

debate, es decir,  se entiende que la violencia contra la mujer implica una cuestión 

de género que trasciende el ámbito privado para convertirse en una cuestión de 

interés público.  

Definimos como violencia contra las mujeres a todo acto violento 

dirigido hacia una mujer por el hecho de serlo. La violencia se refiere a una 

situación en que una persona ejerce poder sobre otra al intentar controlar la 

relación e imponer su propia voluntad en perjuicio del otro/a. Se ejerce en una 

relación desigual de poder, que deja en inferioridad de condiciones a las mujeres. 

Cabe poner de relieve que el art. 1ero.  establece que “Para los 

efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer 

cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o 

sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como 

privado”. Y por lo tanto, abarca múltiples y heterogéneas problemáticas. Es una de 



las más graves violaciones a los derechos de las mujeres y debe ser reconocida 

como un asunto legítimo de derechos humanos. 

A su vez, el art. 2do., apartado b, del mismo instrumento legal, 

prescribe que “Se entenderá que violencia contra la mujer incluye violencia física, 

sexual y psicológica que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por 

cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, 

trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de 

trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o 

cualquier otro lugar”. 

Por su parte, el art. 7mo. dispone que “Los Estados partes condenan 

todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los 

medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y 

erradicar dicha violencia…”, debiendo, entre otras cuestiones, “actuar con la 

debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer” 

(apartado b, del precepto de cita). 

Que aquel instrumento  internacional es derecho interno en nuestro 

país, por disposición de la propia constitución nacional, por lo que procede su 

aplicación  si quiere garantizarse  el respeto de  los compromisos  asumidos por el 

Estado Nacional.  

Aquellas obligaciones implican para el Estado nacional, y obviamente 

a las provincias, a implementar políticas públicas orientadas a prevenir, sancionar 

y erradicar todo tipo de violencia contra la mujer, y específicamente actuar con la 

debida diligencia a efectos de que se investiguen y sancionen estos hechos, 

estableciendo mecanismos idóneos a fin de que la mujer víctima tenga acceso 

efectivo a la Justicia, de la manera más amplia posible, y así poder ser escuchada 

en un ámbito de mayor igualdad (Ley 24.632). 

En ese marco normativo deben resolverse los casos de suspensión 

de juicio a prueba, cuando la oposición se fundamente en dar pleno cumplimiento 

con  las obligaciones del Estado Argentino de investigar y sancionar hechos de 



violencia contra la mujer, asegurando a las víctimas la posibilidad  de llegar al 

juicio oral y la eventual condena de los responsables.  

Cabe recordar que el sistema de la suspensión de juicio a prueba se 

introdujo en el Código Penal con la reforma de la ley 24.316 del año 1994 

consagrando una considerable excepción al principio de legalidad según el cual, 

frente a la decisión de oficializar la persecución penal, como regla general, se 

impuso a los órganos del Estado el deber de promoverla ante la noticia de un 

hecho punible. 

El instituto en cuestión se encuadra en el movimiento de 

simplificación procesal y de alternativas al encierro carcelario tradicional fundado 

en planteamientos, entre otros, de carácter reformista que proponen la sustitución 

limitada de la prisión como una línea de avance en la exigencia de una mínima 

intervención estatal.  

Dentro de esta última corriente es que surge como especie de un 

género mayor, el instituto de la suspensión de juicio a prueba, criterio de 

oportunidad reglado en que el imputado es sometido a instrucciones consistentes 

en formas de comportamiento impuesto que restringen su libertad personal y que 

provoca materialmente una cierta ejecución de  medidas sin condena. 

Dicho lo anterior, puede  caracterizarse al instituto de la suspensión 

de juicio a prueba del art. 76 bis del Código Penal como un procedimiento especial 

aplicable a delitos menores que procura evitar la realización de los juicios 

mediante un acuerdo de partes en las que el imputado queda  comprometido a la 

observación de las reglas de conducta que se hayan convenido. Su sujeción a las 

mismas lleva a la extinción de la acción. Eventualmente también incluye la 

reparación del daño. 

La normativa aludida dispone una serie de requisitos de procedencia,  

cuyo análisis aquí omitimos pues exceden el objeto del trabajo, en tanto la 

problemática en estos casos se plantea justamente cuando cumplidos los 

presupuestos objetivos y subjetivos para su  concesión, la acusación  enmarca el 

caso como de violencia contra la mujer  se opone al otorgamiento, invocando 

como fundamento el cumplimiento de la normativa convencional.  



Más allá de la discusión legal, considero que frente a casos  

concretos donde se denuncian actos de violencia contra la mujer, propiciar la 

aplicación del instituto de la suspensión de juicio a prueba como un remedio eficaz 

a fin de darles “solución” es minimizar el complejo entramado del círculo de 

violencia al que son sometidos las mujeres y niños cotidianamente, además de 

ignorar las obligaciones internacionales asumidas por nuestro país. 

A fin de enmarcar la problemática en su real dimensión, considero 

oportuno recordar las conclusiones de la  IV Conferencia Mundial de Naciones 

Unidas sobre la Mujer, celebrada en Beijing el 15 de septiembre 1995 y aprobada 

en la 16° sesión plenaria, donde se insiste en la perspectiva de género al 

establecer el alcance de la “violencia contra la mujer” como todo acto de violencia 

basado en el género, que se ha presentado históricamente como una 

manifestación desigual de las relaciones de poder entre hombres y mujeres, como 

una forma de discriminación contra la mujer y como una interposición de 

obstáculos contra su pleno desarrollo. 

En casos como el analizado la violencia se dirige sobre las mujeres 

por el mismo hecho de serlo, por ser consideradas, por sus agresores, carentes de 

los derechos mínimos de libertad, respeto y capacidad de decisión, en rebajarla a 

la condición de  objeto susceptible de ser utilizado por cualquiera. 

Por otro lado se destaca que en este tipo de casos  la cronicidad, 

habitualidad  y permanencia de episodios de violencia físicos y/o psicológicos a lo 

largo del tiempo dentro del núcleo familiar conlleva lo que se ha denominado  

‘escalada de la violencia’,  referido al proceso de ascenso paulatino de intensidad 

y duración de la agresión en cada ciclo consecutivo, en el que cada vez se  va 

acortando la distancia entre los  episodios violentos, que por ser parte del ciclo, se 

repetirán una y otra vez. 

En el transcurso de estos años me he desempeñado en diferentes 

organismos judiciales, lo que me permitió obtener una vasta experiencia y una 

mirada desde diferentes ángulos de esta especial problemática, resultando 

evidente que las partes no se encuentran en igualdad de condiciones a fin de 

consentir un acuerdo; por el contrario, esto aumenta el riesgo físico y emocional 



de las mujeres, por la desigualdad y, más aún, generalmente los acuerdos o 

reglas de conductas impuestas no son cumplidos por el agresor, quien no 

responde ni aborda las causas y consecuencias de la violencia en sí. 

Por otra parte, el derecho del imputado a acceder a la suspensión de 

juicio penal no es absoluto, siendo necesario su recorte en casos donde se 

encuentra en colisión con los derechos de la víctima, tales como el de acceder a 

un juicio oral y la eventual condena de los responsables; en tanto resulta una 

función indelegable del Estado argentino salvaguardar la integridad física y 

psíquica de las mujeres, niñas y niños de violencia de género, por cuanto estas 

conductas resultan violatorias de los derechos humanos fundamentales y de la 

normativa jurídica que los protege, siendo necesaria la coherencia de las normas 

internas acompañando las Convenciones, como así también de las resoluciones 

judiciales.  

En ese sentido, se ha expedido recientemente la Corte Suprema de 

Justicia Nacional en el fallo “Góngora, Gabriel Arnaldo” (Recurso de Hecho, expte. 

G. 61. XLVIII, resuelto el 23/4/2013), al sostener que en casos de violencia de 

género la adopción de alternativas distintas del juicio oral es improcedente por 

contrariar normativa de jerarquía constitucional. 

El Alto Tribunal en sus argumentaciones entendió que la 

interpretación que vincula los objetivos del artículo 7 de la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

("Convención de Belem do Pará", aprobada por la ley 24.632), con la necesidad 

de establecer un "procedimiento legal, justo y eficaz para la mujer", que incluya 

"un juicio oportuno", impone considerar que la adopción de alternativas distintas a 

la definición del caso en la instancia del debate oral es improcedente. 

Se señala en el citado fallo que “…Este impedimento surge, en 

primer lugar, de considerar que el sentido del término juicio expresado en la 

cláusula en examen resulta congruente con el significado que en los 

ordenamientos procesales se otorga a la etapa final del procedimiento criminal 

(así, cí. Libro Tercero, Titulo 1 del Código Procesal Penal de la Nación), en tanto 

únicamente de allí puede derivar el pronunciamiento definitivo sobre la 



culpabilidad o inocencia del imputado, es decir, verificarse la posibilidad de 

sancionar esta clase de hechos exigida por la Convención. 

En efecto,  la concesión de la suspensión del proceso a prueba al 

imputado en los casos concretos  frustraría la posibilidad de dilucidar en aquél 

estadio procesal la existencia de hechos que  prima facie han sido calificados 

como de violencia contra la mujer, junto con la determinación de la 

responsabilidad de quien ha sido imputado de cometerlos y de la sanción que, en 

su caso, podría corresponderle. 

Tampoco debe obviarse  que el desarrollo del debate es de 

trascendencia capital a efectos de posibilitar que la víctima asuma la facultad de 

comparecer para efectivizar el "acceso efectivo" al proceso (cfr. también el inciso 

"f" del artículo 7 de la Convención) de la manera más amplia posible, en pos de 

hacer valer su pretensión sancionatoria, por lo que prescindir de la sustanciación 

del debate implicaría contrariar una de las obligaciones que asumió el Estado al 

aprobar la "Convención de Belem do Pará" para cumplir con los deberes de 

prevenir, investigar y sancionar este especial tipo de casos.  

Resulta oportuno mencionar que es criterio uniforme de la Fiscalía de 

Casación de la Provincia de Buenos Aires oponerse a la suspensión de juicio a 

prueba en las causas donde los hechos denunciados quedan encuadrados en la 

temática de violencia de género. 

 


